 OBJECIONES PRESIDENCIALES AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 176 DE 2012 SENADO, 042 DE 2012 CÁMARA

por la cual la Nación se asocia a la conmemoración del Bicentenario de la Independencia de Cundinamarca, y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 24 de julio de 2013

Doctor

HERNÁN PENAGOS GIRALDO

Presidente

Cámara de Representantes

Ciudad

Asunto: Objeciones Presidenciales al Proyecto de ley número 176 de 2012 Senado, 042 de 2012 Cámara, por la cual la Nación se asocia a la conmemoración del Bicentenario de la Independencia de Cundinamarca, y se dictan otras disposiciones.

Respetado señor Secretario General:

Sin la correspondiente sanción ejecutiva, el Gobierno Nacional se permite devolver por razones de inconstitucionalidad e inconveniencia el proyecto de ley de la referencia, funda​mentándose en las siguientes razones.

RAZONES DE INCONVENIENCIA
El artículo 6° del proyecto de ley crea la “Escuela de Liderazgo Democrático Antonio Nariño, en honor al cundinamarqués precursor de la Independencia, Don Antonio Nariño; con el ánimo de consolidar la memoria histórica, el arraigo al territorio el desarrollo sostenible y sustentable, la promoción de servicios ecosistémicos, el fortalecimiento de la democracia y la construcción de la paz en el Departamento de Cundinamarca”.
De la redacción del citado artículo se evidencia que el proyecto de ley no define la na​turaleza jurídica de la Escuela de Liderazgo Democrático Antonio Nariño ni establece si es esta un organismo del orden nacional, departamental o municipal, o si se trata de una entidad mixta o de distinto orden.

Esta falta de definición legal permite concluir que el proyecto de ley no especifica los ele​mentos y características esenciales de la Escuela de Liderazgo Democrático Antonio Nariño, lo cual hace inviable su realización en la práctica, pues el decreto reglamentario no podría definirlos. Así mismo, tampoco se especifica la entidad o entidades a las cuales correspondería estructurar y poner en práctica la citada Escuela. El acto de creación implica, lo ha dicho la Corte Constitucional, que el legislador fije los elementos estructurales de la entidad, como son la naturaleza y régimen jurídicos, su patrimonio, entre otros.

Al respecto, la Corte Constitucional, en Sentencias C-306 y C-784 de 2004, señaló lo siguiente:

“Así, cuando se crea una entidad o cuando de la escisión de una existente surgen nuevas entidades, ese proceso de “creación” lleva implícito la precisión de sus objetivos y de su estructura orgánica y, por lo tanto, la regulación de todos los elementos del órgano; esto es, la determinación de su naturaleza jurídica, la composición del ente, las competencias atribuidas a la nueva entidad a través de las cuales llevará a cabo los objetivos que el mismo ordenamiento jurídico le asigna, la integración de su patrimonio -como atributo de su per​sonalidad jurídica-, el régimen jurídico de sus actos y contratos y, finalmente, la definición del régimen jurídico de los servidores a través de los cuales va a actuar, que, por lo demás, incluye el señalamiento de los órganos de dirección y administración y la forma de integración y designación de sus titulares”.

En vista de que la ley no establece los elementos que según la jurisprudencia de la Corte Constitucional deben constar en el acto de creación de un organismo, se considera que la norma no podría entrar a regir, pues no es el reglamento el llamado a establecer dichos componentes.

RAZONES DE INCONSTITUCIONALIDAD
El artículo 10 del proyecto de ley señala lo siguiente:

Artículo 10. Promuévase en el departamento, en razón de su potencial hidrológico, el aprecio y respeto por el agua y la promoción de una cultura de la conservación del recurso hídrico, como eje central de la sostenibilidad de la vida y el territorio; y articúlese con Bogotá, D. C., la autoridad ambiental territorial, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, la sociedad civil y las organizaciones internacionales las estrategias y mecanismos pertinentes para constituir la Gobernanza del Agua mediante los siguientes instrumentos:
a) Créanse las Asambleas Ciudadanas del Agua en cada municipio del departamento de Cundinamarca, con el fin de conservar, proteger y recuperar este recurso natural finito y los ecosistemas estratégicos de cada uno de los territorios que integran el departamento.
b) Promuévanse proyectos regionales de conservación, protección y recuperación de los páramos, cuencas y rondas de los ríos (del) departamento.
c) Créase la Ruta Bicentenaria del Agua para promover en las nuevas generaciones el respeto por este recurso a través de determinados recorridos por el departamento, los cuales serán definidos por las diferentes Asambleas Ciudadanas del Agua.
d) Promuévanse estrategias para generar una cultura de inserción de las comunidades en los ciclos naturales y los ecosistemas estratégicos generadores de recursos hídricos a través de la educación ambiental, teniendo en cuenta el contexto del cambio climático.
Parágrafo 1°. Entiéndase por Gobernanza del Agua el proceso de articulación de las ins​tituciones nacionales, departamentales, locales y de la sociedad civil, con el fin de garantizar el derecho al agua para los ciudadanos y las ciudadanas, gestionando el abastecimiento de este recurso, planificando con enfoque de sostenibilidad y sustentabilidad el territorio donde se encuentra presente, teniendo en cuenta el cambio climático, la adecuada gestión del riesgo y la prevención de los riesgos ambientales derivados del mal manejo de los ecosistemas.
Parágrafo 2°. La Gobernanza del Agua deberá promover la coherencia y armonización de los instrumentos de planificación local, provincial, regional relacionados con la gestión hídrica en el Departamento en el contexto del cambio climático.

Violación del numeral 7 del artículo 300 de la Constitución Política
El numeral 7 del artículo 300 de la Constitución Política señala que las Asambleas Depar​tamentales, por medio de ordenanzas, son competentes para “Determinar la estructura de la administración departamental, las funciones de sus dependencias, las escalas de remuneración correspondientes a sus distintas categorías de empleo; crear los establecimientos públicos y las empresas industriales y comerciales del departamento y autorizar la formación de socie​dades de economía mixta”. Y en el inciso final del numeral 12 del mismo artículo establece que las ordenanzas a que se refieren los numerales 3, 5 y 7, las que decreten inversiones, participaciones o cesiones de rentas y bienes departamentales y las que creen servicios a cargo del departamento o los traspasen a él, solo podrán ser dictadas o reformadas a iniciativa del Gobernador. (Subrayado fuera de texto).

El artículo 10 del proyecto de ley sub examine ordena articular con Bogotá, D. C., la autoridad ambiental territorial, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, la socie​dad civil y las organizaciones internacionales, las estrategias y mecanismos pertinentes para constituir la “Gobernanza del Agua”, mediante diversos instrumentos como la creación de las “Asambleas Ciudadanas del Agua”.

Estas Asambleas tendrían como finalidad conservar, proteger y recuperar este recurso natural finito y los ecosistemas estratégicos de cada uno de los territorios que integran el de​partamento de Cundinamarca, y definir algunos recorridos que constituirían lo que el proyecto de ley crea y denomina como la “Ruta Bicentenaria del Agua”, para promover en las nuevas generaciones el respeto por este recurso.

No obstante, como lo señala el artículo 300 numeral 7 de la Constitución, la determina​ción de la estructura departamental, las funciones de sus dependencias, entre otros aspectos, corresponde definirlo a las Asambleas Departamentales a través de ordenanzas. En el mismo sentido, la iniciativa de dicha competencia fue asignada exclusivamente al Gobernador del departamento, según lo establece el último inciso del numeral 12 del citado artículo. Así las cosas, se observa en el presente caso una intromisión del órgano legislativo en asuntos que competen exclusivamente en las Asambleas Departamentales, por iniciativa privativa del correspondiente gobernador Así las cosas, al disponer la ley la creación de ciertos organismos que formarían parte de la administración del Departamento de Cundinamarca, el legislador estaría incurriendo en un acto de intromisión en asuntos que competen exclusivamente a las Asambleas Departamentales, por iniciativa privativa del correspondiente gobernador, según el artículo 300 constitucional. De allí que a juicio del Gobierno, dicha medida resulte ilegítima. 

Violación de los artículos 79 y 80 de la Constitución Política 
De otro lado, el artículo 79 de la Constitución Política impone al Estado la responsabilidad de proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines. 

Artículo 79 del C. P. Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. 
Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estos fines. 
Por su parte, el artículo 80 de la Constitución Política señala que el Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación o sustitución. 

Artículo 80 C. P. El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos na​turales, para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. 
Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y exigir la reparación de los daños causados. 
Así mismo, cooperará con otras naciones en la protección de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas. 
Según la jurisprudencia de la Corte Constitucional “El artículo 80 constitucional establece que la planificación de la política ambiental corresponde al Estado, lo que impone, de suyo, la existencia de un ente de coordinación que diseñe los lineamientos básicos y los canales de cooperación entre las diferentes autoridades estatales que funcionan descentralizada o des​concentradamente. El carácter nacional de la política del medio ambiente es fundamento para considerar que la misma debe coordinarse desde los niveles centrales de la administración. Asimismo, el hecho de que los Estados sean los sujetos internacionalmente responsables por el cumplimiento de los compromisos ambientales exige la adopción de políticas domésticas coherentes, cuya unidad se refleje fuera de las fronteras nacionales. Esta coherencia sólo se garantiza mediante la dirección y coordinación de la política ambiental por parte de la auto​ridad central, pues, tal como lo indica el artículo 226 de la Constitución Política, la función de promover las relaciones internacionales ecológicas está en cabeza del Estado, sobre las bases de la equidad, la reciprocidad y la conveniencia nacional”
. 
“La política ambiental ha de ser una política integrada institucionalmente y coordinada desde el nivel central de la Administración. La eficacia en la presentación de los recursos naturales debe alcanzarse mediante la coordinación de los esfuerzos de las distintas ins​tancias territoriales, por lo que se requiere de la existencia de un nivel central de decisión que coordine las instancias locales a efectos de lograr una política ambiental homogénea y coherente en el nivel nacional”. 
“La planificación ambiental debe responder a los dictados de una política nacional, la cual se adoptará con la participación activa de la comunidad y del ciudadano, y la misma debe ser coordinada y articulada entre la Nación y las entidades territoriales correspondientes. La Carta Política le otorga al Estado la responsabilidad de planificar y aprovechar los recursos naturales de forma tal que se logre un desarrollo sostenible, garantizando así la conservación y la preservación del entorno ecológico. Al respecto, cabe recordar que el derecho a gozar de un ambiente sano les asiste a todas las personas, de modo que su presentación, al repercutir dentro de todo el ámbito nacional -e incluso el internacional-, va más allá de cualquier limi​tación territorial de orden municipal o departamental”
. 

Así las cosas, de conformidad con la jurisprudencia trascrita, las políticas orientadas a la planificación ambiental deben ser diseñadas, concebidas e impulsadas desde el nivel central de la administración, con el fin de que estén dirigidas a desarrollar un trabajo coordinado en todo el territorio nacional y, por tanto, deben ser proyectadas por una autoridad central que dirija y articule la actividad de todas las instituciones involucradas a nivel nacional y local.
En este orden de ideas, la creación de las denominadas “Asambleas Departamentales del Agua” y la “Gobernanza del Agua” en el Departamento de Cundinamarca, estaría descono​ciendo la necesidad de que las políticas de planificación ambiental respondan a los dictados de una política nacional coordinada desde el nivel central de la Administración, por cuanto la protección del medio ambiente es un concepto que supera cualquier límite político-territorial. 

De acuerdo con lo anterior, y en desarrollo de los dispuesto en los artículos 79 y 80 de la Constitución Política y la Ley 99 de 1993, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible formuló en el año 2010 la Política Nacional para la Gestión Integral del Recurso Hídrico (PNGIRH), la cual establece los objetivos, metas, indicadores y líneas de acción estratégica para el manejo del recurso hídrico en el país, en un horizonte de 12 años, en donde la política se constituye en el instrumento que por excelencia permite orientar la planificación, admi​nistración, seguimiento y monitoreo del recurso hídrico a nivel nacional bajo un criterio de gestión integral del mismo. 

Las Asambleas del Agua, al responder a divisiones político-administrativas y no de cuenca hidrográfica, no obedecen a procesos e interrelaciones entre los ecosistemas estratégicos para la conservación y manejo del agua y su uso coordinado con la flora, fauna y suelo. Es impera​tivo señalar que una cuenca puede ser compartida entre dos o más Corporaciones Autónomas Regionales, para lo cual es necesario constituir las Comisiones Conjuntas de que trata el parágrafo 3° del artículo 33 de la Ley 99 de 1993, a fin de concertar y armonizar el proceso de ordenación y manejo de cuencas hidrográficas comunes; situación que supera el criterio de división político-administrativo definido para las Asambleas del Agua. 

Si bien las entidades descentralizadas territorialmente pueden participar en el cumpli​miento de las políticas del orden nacional, como son la preservación y defensa del patrimonio ecológico del departamento o municipio, dicha participación siempre debe estar articulada y concordada con las determinaciones que se adopten a nivel nacional. Sobre el particular, la Corte Constitucional ha señalado lo siguiente: 

“Ahora bien, aunque debe reconocerse que el ambiente es un concepto que supera cualquier límite político-territorial, el hecho de que la política de planificación sea estatal, no significa que las entidades descentralizadas territorialmente no tengan una participación, por lo demás determinante, en el cumplimiento de las políticas de orden nacional. En tal virtud, el mismo constituyente dispuso, en los artículos 300-2 y 313-9 superiores, que las asambleas departa​mentales y los concejos municipales deben fomentar el control, la preservación y defensa del patrimonio ecológico del departamento o del municipio, medidas estas que siempre deben estar articuladas y concordadas con las determinaciones que se adopten al nivel central”. 
“Las entidades territoriales elaborarán y adoptarán de manera concertada entre ellas y el Gobierno Nacional, planes de desarrollo, con el objeto de asegurar el uso eficiente de sus recursos y el desempeño adecuado de las funciones que les hayan sido asignadas por la Constitución y la ley”
. 
Violación del artículo 208 de la Constitución Política 
De acuerdo con los argumentos anteriormente expuestos, con la creación de las denomi​nadas Asambleas Ciudadanas del Agua y con el establecimiento del concepto de Gobernanza del Agua, el cual incluye el tema de planificación, se desconoce y se fragmenta la función constitucional que le corresponde al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, bajo la dirección del Presidente de la República, de formular la política y planificación atinentes a esa cartera, lo cual incluye los mecanismos de articulación y coordinación de los diferentes niveles territoriales en materia ambiental, con lo cual se busca garantizar una planificación coherente y armónica, evitar la duplicidad de esfuerzos y prevenir conflictos en el ejercicio de las funciones que le compete a cada nivel. 

El artículo 208 de la Constitución Política establece que “Los ministros y directores de departamentos administrativos son los jefes de la administración en su respectiva dependen​cia. Bajo la Dirección del Presidente de la República, les corresponde formular las políticas atinentes a su despacho, dirigir la actividad administrativa y ejecutar la ley. (...)”. (Subrayado fuera de texto). 

Así las cosas, el artículo 10 del proyecto de ley desconocería la prerrogativa que tiene el Ministerio de Ambiente de fijar las políticas en materia ambiental para todo el territorio nacional, con el fin de lograr una planificación armónica y coherente en todos los niveles territoriales. 

Las normas y políticas relacionadas con el medio ambiente deben tener una proyección transversal para que se apliquen en todo el territorio nacional, es decir, deben delinearse desde una óptica global y no fraccionada. El medio ambiente es un concepto que supera cualquier límite político territorial y, por tanto, su protección, conservación, sostenibilidad y sustentabi​lidad no pueden obedecer a lineamientos aislados y faltos de coordinación, esto es, no pueden estar circunscritos exclusivamente al nivel local o territorial, sino dirigidos en el nivel nacional por una autoridad central de la Administración. 

Finalmente, conviene señalar que el proyecto de ley no estableció la naturaleza jurídica de las Asambleas Ciudadanas del Agua, su composición, las competencias atribuidas, su estructura orgánica, objetivos, régimen jurídico de sus actos y contratos, entre otros aspectos que son necesarios para poder llevarlas a la práctica. Sin estos elementos, definidos por el legislador, resulta inviable que dichas Asambleas puedan adelantar las funciones para las cuales habrían sido creadas. 

Atentamente, 

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN 

El Ministro del Interior, 

Fernando Carrillo Flórez. 

La Ministra de Educación Nacional, 

María Fernanda Campo Saavedra. 

El Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible, 

Juan Gabriel Uribe.

Bogotá, D. C., 16 de julio 2013 

SG.2-1959/2013 

Doctora 

CRISTINA PARDO SCHLESINGER 

Secretaria Jurídica 

Presidencia de la República 

Bogotá, D.C. 

Ref. OFI13-00084522 / JMSC 33020 

Respetada doctora Cristina: 

En respuesta a la solicitud expresada mediante oficio del 10 de julio de 2013, en la cual solicita certificación sobre el Proyecto de ley número 042 de 2012 Cámara, 176 de 2012 Senado, por la cual la Nación se asocia a la conmemoración del Bicentenario de la Inde​pendencia de Cundinamarca, y se dictan otras disposiciones, me permito hacerle llegar la siguiente información: 

a) Certificación de anuncio y aprobación con sus respectivos números de actas del proyecto relacionado. 

b) Que respecto a la Comisión Cuarta del Senado, esa célula legislativa le hará llegar directamente a su despacho la certificación respectiva. 

c) Que el Informe de Ponencia para Segundo Debate en el Senado de la República se encuentra publicado en la Gaceta del Congreso número 407 de 2013. 

Anexo certificación expedida por el Secretario General de la Comisión Cuarta Constitu​cional de la honorable Cámara de Representantes en dos (2 folios). 

Cordialmente; 

El Secretario General, honorable Cámara de Representantes, 

Jorge Humberto Mantilla Serrano. 

Anexo Expediente legislativo en ciento cuarenta y siete (147) folios. 

LEY… 
por la cual la Nación se asocia a la conmemoración del Bicentenario de la Independencia de Cundinamarca, y se dictan otras disposiciones. 
El Congreso de Colombia 

DECRETA: 

Artículo 1°. La Nación se asocia a la conmemoración del Bicentenario de la Independencia de Cundinamarca, proclamada el 16 de julio de 1813. 

Artículo 2°. El Congreso de la República de Colombia y el Gobierno Nacional rendirán honores al departamento de Cundinamarca y a sus ciudadanos, exaltándolos como pilares del desarrollo de la Nación y fuente inagotable de su progreso el día 16 de julio de 2013. 

Artículo 3°. El Gobierno Nacional, en asocio con el departamento de Cundinamarca, publicará una colección de libros conmemorativos del Bicentenario de la Independencia de Cundinamarca, con la asesoría de la Academia de Historia de Cundinamarca. 

Artículo 4°. Los Gobiernos Nacional y Departamental auspiciarán la construcción de un monumento conmemorativo del Bicentenario de la Independencia de Cundinamarca, con la asesoría de la Academia de Historia de Cundinamarca, en el lugar que la autoridad departa​mental designe. 

Artículo 5°. Como homenaje a la memoria de Don Antonio Nariño, prócer de la libertad y precursor de los derechos del ciudadano de nuestra Nación, la Gobernación de Cundina​marca el 16 de julio de 2013, dispondrá la colocación de un retrato al óleo, en el recinto de la Asamblea de Cundinamarca, que llevará la siguiente inscripción: El pueblo de Cundinamarca rinde homenaje de gratitud a la memoria de Don Antonio Nariño al cumplirse los 200 años de independencia de Cundinamarca. 

Artículo 6°. Créase la Escuela de Liderazgo Democrático Antonio Nariño, en honor al cundinamarqués precursor de la Independencia, Don Antonio Nariño; con el ánimo de con​solidar la memoria histórica, el arraigo al territorio el desarrollo sostenible y sustentable, la promoción de servicios ecosistémicos, el fortalecimiento de la democracia y la construcción de la paz en el departamento de Cundinamarca. 

Artículo 7°. Autorícese al Banco de la República la acuñación de una moneda conmemo​rativa del Bicentenario de la Independencia de Cundinamarca. 

Artículo 8°. El Gobierno Nacional emitirá una estampilla postal conmemorativa del Bi​centenario de la Independencia de Cundinamarca. 

Artículo 9°. Promuévase, en asocio con entidades del orden nacional, departamental, la sociedad civil y las organizaciones internacionales las iniciativas de innovación social que proyecten el desarrollo armonioso del departamento de Cundinamarca. 

Artículo 10. Promuévase en el departamento, en razón de su potencial hidrológico, el aprecio y respeto por el agua y la promoción de una cultura de la conservación del recurso hídrico, como eje central de la sostenibilidad de la vida y el territorio; y articúlese con Bogotá, D. C., la autoridad ambiental territorial, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, la sociedad civil y las organizaciones internacionales las estrategias y mecanismos pertinentes para constituir la Gobernanza del Agua mediante los siguientes instrumentos: 

a) Créanse las Asambleas Ciudadanas del Agua en cada municipio del departamento de Cundinamarca, con el fin de conservar, proteger y recuperar este recurso natural finito y los ecosistemas estratégicos de cada uno de los territorios que integran el departamento. 

b) Promuévanse proyectos regionales de conservación, protección y recuperación de los páramos, cuencas y rondas de los ríos del departamento. 

c) Créase la Ruta Bicentenaria del Agua para promover en las nuevas generaciones el respeto por este recurso a través de determinados recorridos por el departamento, los cuales serán definidos por las diferentes Asambleas Ciudadanas del Agua. 

d) Promuévanse estrategias para generar una cultura de inserción de las comunidades en los ciclos naturales y los ecosistemas estratégicos generadores de recursos hídricos a través de la educación ambiental, teniendo en cuenta el contexto del cambio climático. 

Parágrafo 1°. Entiéndase por Gobernanza del Agua el proceso de articulación de las insti​tuciones nacionales, departamentales, locales y de la sociedad civil, con el fin de garantizar el derecho al agua para los ciudadanos y las ciudadanas, gestionando el abastecimiento de este recurso, planificando con enfoque de sostenibilidad y sustentabilidad el territorio donde se encuentra presente, teniendo en cuenta el cambio climático, la adecuada gestión del riesgo y la prevención de los riesgos ambientales derivados del mal manejo de los ecosistemas. 

Parágrafo 2°. La Gobernanza del Agua deberá promover la coherencia y armonización de los instrumentos de planificación local, provincial, regional relacionados con la gestión hídrica en el Departamento en el contexto del cambio climático. 

Artículo 11. Autorizar al Gobierno Nacional para que en cumplimiento y de conformidad con los artículos 288, 334, 341 y 345 de la Constitución Política y de las competencias esta​blecidas en la Ley 715 de 2001, asigne en el Presupuesto General de la Nación y/o promueva, a través del Sistema Nacional de Cofinanciación, las partidas presupuestales necesarias a fin de auspiciar la construcción de los Coliseos, Centro Multifuncional y del Deporte de los mu​nicipios de San Juan de Rioseco y de Chocontá, obras de gran interés social que contribuyen a la integración de la provincia cundinamarquesa. 

Artículo 12. Las autorizaciones de gastos otorgadas al Gobierno Nacional en virtud de esta ley se incorporarán al Presupuesto General de la Nación, de acuerdo con las normas or​gánicas en materia presupuestal, en primer lugar, reasignando los recursos hoy existentes en cada órgano ejecutor, sin que ello implique un aumento del presupuesto; en segundo lugar, de acuerdo con las disponibilidades que se produzcan en cada vigencia fiscal. 

Artículo 13. La presente ley comenzará a regir a partir de su sanción, promulgación y publicación en el Diario Oficial. 

El Presidente del honorable Senado de la República, 

Roy Leonardo Barreras Montealegre. 

El Secretario General del honorable Senado de la República, 

Gregorio Eljach Pacheco. 

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes, 

Augusto Posada Sánchez. 

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes, 

Jorge Humberto Mantilla Serrano.

Nota: Este documento fue tomado directamente de la versión PDF del Diario Oficial 48.861 del miércoles 24 de julio del 2013 de la Imprenta Nacional (www.imprenta.gov.co)
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� Sentencia C-423/94, septiembre 29, Corte Constitucional. Magistrado Ponente doctor Vladimiro Naranjo Mesa. Tema: Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 34, 35, 36, 37, 38 y 41 de la Ley 99 de 1993.  


� Sentencia C-423/94, septiembre 29, Corte Constitucional. Magistrado Ponente, doctor Vladimiro Naranjo Mesa. Tema: Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 34, 35, 36, 37, 38 y 41 de la Ley 99 de 1993.





